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Para enmendar el Artículo 2 de la Ley Núm. 70 de 20 de junio de 1963, según enmendada, a 

los fines de atemperarla a la realidad de aquellas personas que disfrutan del beneficio de 
los Programas de Pase Extendido y de Supervisión Electrónica de la Administración de 
Corrección en virtud de la Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, según enmendada, para 
relevarlos de la inhabilidad para ocupar puestos públicos y prestación de servicios en el 
Gobierno de Puerto Rico.  

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
La Constitución de Puerto Rico en su Artículo VI Sección 19 dispone que “será política 

publica del Estado Libre Asociado... reglamentar las instituciones penales para que sirvan a 
sus propósitos en forma efectiva y propender, dentro de los recursos disponibles, al tratamiento 
adecuado de los delincuentes para hacer posible su rehabilitación moral y social”. Este nuevo 
enfoque filosófico en materia penal establece la política publica del Gobierno de Puerto Rico, 
sin embargo, requiere que nuestra legislatura atempere nuestra legislación a los cambios 
acaecidos en la sociedad durante el tiempo transcurrido desde la aprobación de nuestra Ley 
Suprema. Esta disposición constitucional es una de naturaleza programática mediante la cual 
los padres de la Constitución establecieron el rumbo de acción que debían seguir nuestros 
legisladores en torno a la rehabilitación de los confinados. La manera en que se ha de llevar a 
cabo ese proceso de rehabilitación es una responsabilidad indelegable que le atañe a la 
Asamblea Legislativa de acuerdo a la realidad del momento en que se vive.  
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El derecho penal y la legislación en materia correccional comenzaron este cambio de 
filosofía al aprobar la Ley Núm. 70 de 20 de junio de 1963, la cual dispone los criterios para 
habilitar personas bajo custodia que disfrutan del programa de libertad a prueba y libertad bajo 
palabra. Dicho estatuto requiere la revisión del caso por el Director de la Oficina para el 
Adiestramiento Laboral y Administración de Recursos Humanos tomando en consideración la 
conducta y reputación general del solicitante de empleo en el gobierno, así como la naturaleza 
y funciones del puesto. Esta Ley Núm. 70 respondió a la necesidad de proveer una oportunidad 
de rehabilitación a la persona que ha cometido una conducta punible a través de la integración 
de los libertados a la sociedad y lograr que estos pudieran producir su propio sustento 
alejándolos del ocio y encaminar sus pasos hacia la total rehabilitación, ofreciéndoles una mano 
amiga, no estigmatizándolos. Las ventajas de esta Ley han sido innumerables pues se ha roto 
con la concepción preconcebida de que el delincuente no puede rehabilitarse e integrarse a la 
sociedad. No obstante, este estatuto dejo fuera del relevo por inhabilidad para trabajar a las 
personas que se les concedía pase extendido, esta vez no por inadvertencia legislativa, sino 
porque el programa de pase extendido fue creado con posterioridad a dicha legislación. 

 
Recientemente, nuestro Tribunal Supremo en Autoridad de Energía Eléctrica v. Unión 

de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego expresó su sentir al respecto,  interpretando 
que “tanto la sentencia suspendida como la libertad bajo palabra son mecanismos análogos al 
pase extendido”.  De esta forma, extendió los beneficios de las disposiciones de la Ley Núm. 
70 a aquellas personas que disfrutan medidas alternas  a la reclusión bajo el programa de pases 
extendidos. La motivación del legislador  al crear mecanismos de cumplimiento en libertad que 
permitan al confinado residir en la comunidad y poder trabajar y/o estudiar tiene como fin 
primordial lograr la más pronta reintegración a la sociedad de un individuo totalmente 
productivo en beneficio de nuestro pueblo.  

 
Entendemos que los programas de pase extendido, como lo es el de Supervisión 

Electrónica, tienen un propósito rehabilitador similar al de la libertad a prueba y libertad bajo 
palabra. La medida de supervisión electrónica responde positivamente en el esfuerzo y la 
responsabilidad por lograr la rehabilitación social de nuestros confinados. La interpretación 
realizada por el Tribunal Supremo de Puerto Rico merece la reafirmación mediante esta pieza 
legislativa porque el sistema de pase extendido se alimenta del mismo propósito legislativo y 
constitucional de propender a  la rehabilitación moral y social del convicto.  Por tanto, 
entendemos que nuestro gobierno debe ampliar las oportunidades a las personas que por 
diversas circunstancias entraron al abismo de la delincuencia, ofreciéndoles las herramientas 
para su desarrollo personal y proveyéndole una oportunidad de rehabilitación real. No tan sólo 
le exigimos responsabilidad penal a estas personas, sino que además debemos demostrar 
activamente la fe que tenemos en su rehabilitación y para ello es necesario abrirles las puertas 
a una sociedad de oportunidades para todo aquel que desee superarse.  

 
DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 2 de la Ley Núm. 70 de 20 de junio de 1963, según 1 

enmendada, para que lea como sigue: 2 
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“Artículo 2.-Quedarán también relevadas de la inhabilidad a que se refiere el 3 

Artículo 1 de esta Ley las personas a quienes se les conceda la libertad bajo palabra de 4 

acuerdo con la Ley Núm. 266 de 4 de abril de 1946, según ha sido enmendada, a las 5 

personas puestas en  libertad bajo el Programa de Pases Extendidos y las personas 6 

puestas en libertad a prueba o en libertad bajo palabra por la jurisdicción federal de 7 

Estados Unidos, el Distrito de Colombia o cualquiera de los estados federados, 8 

territorios o posesiones de los Estados Unidos y que estuvieran residiendo en Puerto 9 

Rico por autorización de la autoridad que les hubiere concedido la libertad a prueba, la 10 

libertad bajo palabra o libertad bajo el Programa de Pases Extendidos.” 11 

Sección 2.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.      12 
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